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Honorable 
JUEZ TERCERO (3) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CARTAGO. 
E.  S.  D. 
 
 

 

MEDIO DE CONTROL: 

 

 

 

PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS E INTERESES 

COLECTIVOS (ACCIÓN POPULAR) 

ACCIONANTE: 

 

YEBRAIL ALEJANDRO PARDO AYALA 

ACCIONADO: 

 

 

ASUNTO:                                      

GOBERNACIÓN DEL VALLE DEL CAUCA – 

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL 

 

CONTESTACIÓN DEMANDA 

RADICACIÓN:  

 

 

76147333300320210022000 

PARTE ACCIONADA: 
 
El Departamento del Valle del Cauca, entidad territorial, representada legalmente por la señora 
CLARA LUZ ROLDAN GONZALEZ, en su condición de Gobernadora, de acuerdo con la 
credencial expedida el día 14 de noviembre de 2019, por los Miembros de la Comisión 
Escrutadora Departamental, y acta de posesión No. 001 del 1 de enero de 2020, o quien lo 
represente, con domicilio en la ciudad de Santiago de Cali. 
 

APODERADO JUDICIAL DE LA ACCIONADA: 
 

ANGELLO FERNANDO VASQUEZ MUÑOZ, mayor de edad y vecino de Cali, identificado con 
la cédula de ciudadanía N° 16.926.026  expedida en Cali - Valle del Cauca, Abogado en 
ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional N° 247.568 del Consejo Superior de la Judicatura, 
obrando conforme a la sustitución de poder otorgado por la Dra. LÍA PATRICIA PÉREZ 
CARMONA, Directora Jurídica, quien se encuentra facultada para tal virtud con base en la 
escritura Pública N° 049 del 13 de enero de 2020 de la Notaria Sexta del Círculo de Cali- poder 
general-, conferido por la señora CLARA LUZ ROLDAN GONZALEZ, Gobernadora del Valle 
del Cauca (Ver poder y anexos),  manifiesto ante su honorable Despacho que procedo a 
CONTESTAR LA DEMANDA, en los siguientes términos: 
 

I. LO QUE SE DEMANDA 

 
El actor sostiene que el Departamento del Valle del Cauca a través de sus actuaciones 

omisivas y negligentes, ha vulnerado los derechos colectivos consagrados en el Articulo 4 

de la Ley 472 de 1998, por tanto, solicita se ordene al ente departamental, la demolición del 

inmueble objeto de acción, con el fin de evitar y/o hacer cesar el peligro de amenaza para 

la comunidad, ya que la construcción no cumple con los parámetros y/o especificaciones 

establecidos en la NSR -  10 (Norma Sismorresistente Colombiana, Títulos J y K) las leyes 

361/1997, 1618/2013 y demás normativa que regula el asunto. Además, solicita se sancione 

a los funcionarios que se encuentren como responsables.   

 

II. A LOS HECHOS 
 

Respecto al derecho de petición dirigido por el actor con fecha 6 de octubre de 2020 y su 
respuesta no me consta, pues el mismo (según indica) se dirigió hacia la institución educativa 
y la respuesta se envió desde la IE.  
 
Respecto al derecho de petición remitido a la Secretaría de Educación el día 14 de octubre de 
2020, es cierto y se respondió en los siguientes términos: 
 
… ”No es posible autorizar el ingreso a las instalaciones de las Instituciones educativas oficiales para 

la toma de fotografías, videos, mediciones o tipologías de los materiales, especificaciones, líneas de 

agua o cualquier otra información de las condiciones actuales que presentan las instituciones 



educativas, toda vez que dentro de los procesos publicados en el Plan de Compras, tanto de las 

instituciones educativas como en el de la Secretaria de Educación Departamental, están las obras a 

ejecutarse en las instituciones educativas. De permitir su ingreso se estaría afectando el derecho de 

quienes tengan igualmente interés legítimo de participar en estos procesos de contratación, toda vez 

que contaría usted o su CONSTRUCTORA E INMOBILIRIA S.A.S, información previa de las obras a 

ejecutar como cantidades de obra, los componentes de sus diferentes ITEMS. De otra parte, no es 

explicita ni claro en el sentido ni utilización que le dará a la información que obtenga en este proceso 

pues el detectar opciones de mejora constituye precisamente el objeto de los procesos de contratación 

que se llevan a cabo en ellas. 

 
Se debe entender que la solicitud N° 2, N° 3, y N° 9, está dentro del contexto de la primera respuesta. 
 
A la petición N° 4 y N° 8, se trasladarán por competencia a la Subdirección Técnica del Departamento 
de Desarrollo Institucional de la Gobernación del Valle del Cauca, para que suministre los datos 
inmobiliarios, catastrales, y de registro, al igual que las copias de las escrituras públicas de los 
inmuebles que requiere, cuyo valor deberá ser asumidos por usted. 
 
A la pregunta N° 5, se informa que la Secretaria de Educación Departamental, cuenta con 149 
instituciones educativas, en las cuales laboran un total de 518 directivos docentes, 5.726 docentes y 
1.180 administrativos, en los 34 municipios no certificados del Valle del Cauca. 
 
Con relación a la pregunta N° 6, la mayoría de las instituciones Educativas cuenta con, salones, 
auditorio o coliseo para atender reuniones. 
Finalmente, a la pregunta N° 7, se informa que los 34 municipios no certificados del Valle del Cauca, 
donde están localizadas las 149 instituciones educativas, se crearon los “Comités de seguimiento 
municipal para el retorno seguro a las instituciones educativas del Valle del Cauca”, el cual está 
elaborando los protocolos de bioseguridad para entrar en alternancia de acuerdo a las condiciones de 
cada una de ellas” … 

 
Respecto a lo que refiere en lo indicado en derecho de petición del 3 de noviembre de 2020, 
es una apreciación.  
 
En cuanto a la solicitud realizada en la fecha del 18 de enero de 2021 y respecto a su 
respuesta, no es claro ni específico.  
 
Con relación a los problemas encontrados, solo corresponde a una afirmación hecha por el 
actor popular carente de pruebas que lo respalden, pues ninguna prueba se aportó para el 
efecto. 
 
 

III. FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 
Solicito respetuosamente DENEGAR todas y cada una de las pretensiones de la acción, 
toda vez que la entidad que represento no ha vulnerado los derechos colectivos invocados 
por el actor, además, no goza de legitimación en la causa para resistir las pretensiones 
incoadas, puesto que no posee la titularidad del bien inmueble objeto de acción. 
 
Igualmente solicito se me reconozca personería jurídica para actuar dentro del proceso. 
   
 

IV. ARGUMENTOS JURIDICOS 
 
Sea lo primero manifestar que con la expedición del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo – CPACA-, se incluyó una nueva causal de rechazo de 
la acción, la cual se encuentra consagrada en el numeral tercero del artículo 144, el cual 
reza lo siguiente: 
 

“Artículo 144. Protección de los derechos e intereses colectivos.  
 
(…) 
 

Antes de presentar la demanda para la protección de los derechos e intereses colectivos, 
el demandante debe solicitar a la autoridad o al particular en ejercicio de funciones 
administrativas que adopte las medidas necesarias de protección del derecho o interés 
colectivo amenazado o violado. Si la autoridad no atiende dicha reclamación dentro de los 
quince (15) días siguientes a la presentación de la solicitud o se niega a ello, podrá 



acudirse ante el juez. Excepcionalmente, se podrá prescindir de este requisito, cuando 
exista inminente peligro de ocurrir un perjuicio irremediable en contra de los derechos e 
intereses colectivos, situación que deberá sustentarse en la demanda.” (Negrillas fuera del 
texto) 

 
En cuanto al contenido de la petición ante la administración, el Consejo de Estado1 ha indicado: 
 

“Ahora bien, dentro del termino para subsanar la demanda, el accionante se limitó a reiterar el 
contenido de los derechos de petición aportados con la demanda y reconoció, de manera 
expresa, que los mismos tenían por objeto la consecución de reuniones con el Director de 
Planeación del Municipio de Itagüí. Lo cual, desde luego, no se traduce en una actuación procesal 
dirigida a subsanar el defecto puesto de presente por el Tribunal, en tanto que la no acreditación 
del requisito de procedibilidad no fue corregida ni desvirtuada con base en algún medio 
probatorio. 
 
Vale la pena resaltar que, como bien se señaló en el acápite anterior, la finalidad del 
requisito de procedibilidad es brindar un escenario administrativo para conjurar la 
vulneración o amenaza de derechos colectivos y, por esto, resulta imperativo que se 
solicite de manera expresa la adopción de medidas, pues solo así puede advertirse la 
renuencia de la administración y justificarse la puesta en conocimiento del asunto ante la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo. Es decir, no hay cumplimiento tácito o 
indirecto del requisito” (Negrillas fuera del texto original) 

 
Se advierte que al imponer esta obligación al usuario, el Legislador pretendió que la 
Administración sea el primer escenario donde se solicite la protección del derecho colectivo 
presuntamente violado, en aras de que, de ser posible, cese de manera inmediata la 
vulneración a tales derechos, de suerte que, al Juez Constitucional se debe acudir 
solamente cuando la autoridad administrativa, a quien se le imputa vulneración, no conteste 
o se niegue a ello; de igual forma, se puede prescindir del requerimiento, cuando exista un 
inminente peligro de ocurrir un perjuicio irremediable, lo cual debe sustentarse en la 
demanda. 
 
Analizado el escrito de petición presentado por el actor popular con el fin de cumplir el 
requisito de procedibilidad, se concluye que este, no acredita o no cumple los supuestos 
para darse por cumplido el requerimiento efectuado a la administración, con anterioridad a 
la demanda, con relación a la adopción de medidas que pusieran fin a la vulneración o 
amenaza de los derechos supuestamente vulnerados. 
 
En efecto, la petición presentada por el accionante consistió en una autorización para 
ingresar a las instituciones, con el propósito de tomar fotografías, videos, mediciones o 
tipologías de los materiales, especificaciones, líneas de agua o cualquier otra información 
de las condiciones actuales que presenten las instituciones educativas. Así mismo, para que 
le suministrarán una serie de documentos como datos inmobiliarios, catastrales y de registro 
de los inmuebles educativos. 
 
Sin embargo, en ningún momento se dirigió a la entidad con la finalidad de que la 
administración adoptara las medidas necesarias de protección del derecho o intereses 
colectivos amenazados o violados que a voces del actor se están previniendo. 
 
Es más, se presenta una total incongruencia entre la solicitud que el actor pretende hacer 
valer como presupuesto de procedibilidad de la acción popular y las pretensiones incoadas 
en la demanda, toda vez que en esta ocasión pretende la demolición por completo del 
inmueble objeto de la acción. 
 
Significa lo anterior que el accionante acudió ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, sin el cumplimiento del requisito de procedibilidad consagrado en el artículo 
144 del CPACA, por tanto, no se debió admitir el medio de control.  
 
Al respecto, es del caso precisar que el mencionado artículo 144 del CPACA prevé como 
excepción a la obligación de requerir a la administración, la existencia de un inminente 
peligro de que ocurra un perjuicio irremediable. Sobre este asunto el Consejo de Estado en 
expediente 2014-00972-01. Consejera ponente María Elizabeth García González, dijo: 
 

                                                 
1 Radicacion numero: 05001-23-33-000-2014-01613-01 (AP)A, CP. Roberto Augusto Serrato Valdés, 5 de mayo de 2016. 



“[…] Siendo ello así, le corresponde a la Sala determinar el alcance de la expresión “cuando exista 
inminente peligro de ocurrir un perjuicio irremediable en contra de los derechos e intereses 
colectivos”, contenida en el inciso tercero del artículo 144 del CPCA, en aras de verificar si la 
situación planteada por el actor, da lugar a eximirlo del requerimiento a las entidades demandadas 
impuesto por la disposición en comento. 
 
La Corte Constitucional ha precisado de manera reiterada el alcance del concepto de perjuicio 
irremediable, el cual fue definido, entre otras, en la Sentencia T-293 de 2011, de la siguiente 
manera: 
 
[…] Ahora bien, con relación a la configuración de un perjuicio irremediable, esta Corte ha 
entendido por tal, aquel que sólo puede ser reparado en su integridad mediante una 
indemnización, porque no se puede remediar ni ser recuperado en su integridad. Así mismo, se 
ha dicho en variada jurisprudencia, que para poder determinar si existe o no un perjuicio 
irremediable en un caso concreto, se deben tener en cuenta ciertos elementos, como son: 
 
A). El perjuicio ha de ser inminente: que amenaza o está por suceder prontamente, esto es, tiende 
a un resultado cierto derivado de una causa que está produciendo la inminencia; B). Las medidas 
que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, es decir, se debe 
precisar una medida o remedio de forma rápida que evite la configuración de la lesión; C) se 
requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material 
o moral en el haber jurídico de la persona; y D).La urgencia y la gravedad determinan que la 
acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden 
social justo en toda su integridad. Si hay postergabilidad de la acción, ésta corre el riesgo de ser 
ineficaz por inoportuna.”  
 
La Sala considera que tal concepto y presupuestos resultan aplicables a las acciones populares, 
toda vez que lo pretendido por el Legislador al establecer esta excepción a la regla de 
requerimiento a la autoridad administrativa, es que ante la gravedad e inminencia de un hecho 
que pueda ocasionar un perjuicio irreparable a los derechos colectivos, se pueda acudir 
directamente ante la autoridad judicial, para que ésta adopte las medidas necesarias para que 
cese la vulneración o amenaza de los mismos […]”. 

 
Al revisar el escrito de demanda, se advierte que los hechos que a juicio del actor revisten 
un inminente peligro de que ocurra un perjuicio irremediable, constituyen meras 
apreciaciones subjetivas que carecen de sustento probatorio alguno, pues el accionante 
solo se limitó a mencionar normas sin ningún respaldo técnico, apreciaciones con las cuales 
no se demuestra la existencia de un perjuicio irremediable de la magnitud a que hace 
referencia en la demanda. 
 
Es de anotar que el actor ha presentado varias acciones similares a la que es objeto de este 
pronunciamiento, sin embargo, los Despachos Judiciales las han rechazado toda vez que 
no se cumplió con el requisito de procedibilidad. Al respecto se puede consultar la decisión 
adoptada por el Juzgado Segundo Administrativo de Oralidad de Cali, en auto interlocutorio 
No. 1610 del 9 de agosto de 2021, donde expuso: 
 

…” Como se indicó en el auto inadmisorio, la parte actora no demostró el agotamiento del requisito 
de procedibilidad, por cuanto en la demanda se indica que la entidad accionada ha omitido 
adoptar las medidas en la I.E. NUESTRA SENORA DE CHIQUINQUIRA, del municipio de 
ROLDANILLO, para que cumplan los parámetros y/o especificaciones establecidos en la NSR - 
10 (Norma Sismorresistente Colombiana, Títulos J) y K) las leyes 361/1997, 1618/2013 y demás 
que las adicionen, reformen o complementen; sin embargo, las peticiones elevadas van dirigidas 
a que se le permita acceder a las instituciones educativas para tomar fotos, videos, mediciones, 
que se le permita copia de los planos, se suministre datos inmobiliarios, catastrales y de Registro, 
etc. Es decir, que lo solicitado en las peticiones que estima cumplen la renuencia no se relacionan 
con lo solicitado en la demanda…” 

 
De otro lado, el Departamento del Valle del Cauca no es competente para resistir las 
pretensiones incoadas por el accionante, toda vez que la titularidad del bien inmueble donde 
funciona la Institución Educativa Santa Teresita del municipio de Victoria, recae 
precisamente en este último. 
 
En efecto, de acuerdo con el oficio SADE 599291 del 2 de septiembre de 2021, suscrito por 
la Secretaría de Educación Departamental, se deja claro que dicho inmueble tiene como 
titular el ente municipal. Así: 
 
 



 
 
 
Es importante resaltar que, si bien es cierto el Departamento del Valle no es el propietario 
el predio en mención, la Secretaría de Educación Departamental ha suscrito para el año 
2021, convenios con 20 Municipios por valor de $200.000.000 cada uno, cuyo objetivo 
general es mejorar las condiciones físicas de la infraestructura escolar para los ambientes 
de aprendizaje en los establecimientos educativos oficiales en los Municipios no 
certificados, los cuales son: 
 

MUNICIPIOS NO CERTIFICADOS 

Alcalá 

Ansermanuevo 

Bolívar 

Bugalagrande 

Caicedonia 

El Águila 

El Dovio 

Guacarí 

La Cumbre 

La Unión 
La Victoria 

Obando 

Restrepo 

Riofrío 

Sevilla 

Toro 

Trujillo 

Ulloa 

Versalles 

Zarzal 

 
Los anteriores contratos, se encuentran publicados en Secop II, tal como consta en el SADE 
599870 alcance oficio No. 1.210.30-18 599291 enviado por la Secretaria de Educación 
Departamental. 
 
El Consejo de Estado, frente a la legitimación en causa en acciones populares, en sentencia 
del 18 de mayo de 2017 bajo radicación 13001-23-31-000-2011-00315-01(AP), dijo: …” la 
legitimación material en la causa por pasiva exige que la entidad en contra de la cual se dirige la 
demanda esté vinculada funcional o materialmente con los hechos que dan origen a la reclamación, 
lo cual se examinará desde la óptica de las responsabilidades que legalmente corresponden al 
organismo demandado”… 
 
Entonces, al sostener el actor que la vulneración de los derechos colectivos se genera sobre 
el predio donde funciona la Entidad, respecto de que no cumple con los parámetros y/o 
especificaciones establecidos en la NSR -  10 (Norma Sismorresistente Colombiana, Títulos 
J y K) las leyes 361/1997, 1618/2013 y demás que las adicionen, reformen o complementen, 
se tiene que la amenaza proviene de una construcción y/o edificación de un plantel 



educativo del cual el Departamento del Valle del Cauca no es su propietario, por tanto, el 
ente departamental no es el llamado a contradecir las solicitudes invocadas en la acción. 
  
De la carga de la prueba en las Acciones Populares 
 
Siendo la acción popular el mecanismo idóneo para la defensa de los derechos colectivos, 
en eventos en que éstos resulten amenazados o vulnerados, es necesario precisar que 
procesalmente, le asiste a quien alegue tales afectaciones, un papel preponderante en la 
prueba de las mismas. Así, aunque el Juez Popular tenga la dirección oficiosa del caso, una 
vez le es puesto en su conocimiento, la carga de probar los hechos generadores de la 
afectación o amenaza es de quien la proclama. 
 
Sobre este aspecto, que resulta pertinente en el presente caso, existe una clara línea 
jurisprudencial ampliamente decantada por el Consejo de Estado y la Corte Constitucional, 
todo esto a la luz del articulo 30 de la Ley 472 de 1998, que dispone que le corresponde al 
demandante acreditar y probar los hechos, acciones y omisiones que, en su criterio, 
constituyen la amenaza o la trasgresión de los derechos e intereses colectivos invocados. 
 
El principio de la carga de la prueba en acciones populares ha sido complementado con el 
principio de autorresponsabilidad de las partes, predicable a quien le interesa sacar avente 
sus pretensiones y evitar una decisión desfavorable. 
 
De la misma manera, el Consejo de Estado también se ha pronunciado respecto de la carga 
de la prueba en la acción popular y ha establecido que la misma se sujeta a que de los 
hechos de la demanda se pueda deducir siquiera sumariamente una amenaza a los 
derechos colectivos y para el caso concreto resulta inviable determinar si una estructura 
cuenta o no con la NSR (norma de sismo resistencia) sin un previo estudio por parte de un 
profesional en el área. Además, según lo dispuesto por el Consejo de Estado en sentencia 
del 30 de junio de 2011 bajo radicación 50001-23-31-000-2004-00640-01(AP) donde explica 
que … “La obligación de que la acción se dirija contra persona natural o jurídica o autoridad pública 
cuya actuación u omisión se considere que amenaza o viola el interés colectivo, requisito este último 
que requiere que la acción u omisión sea probada por el actor, o que del acervo probatorio obrante 
en el expediente el juez pueda deducir la vulneración del o de los derechos colectivos pues de lo 
contrario no puede ni podrá dar orden alguna tendiente proteger y la normalización de una situación 
que pueda ser protegida con la expedición de la sentencia producto de la acción popular” ... 
 

El accionante con el escrito de demanda no presentó material probatorio que demuestre la 
transgresión a los derechos colectivos invocados, pues sólo obra en el expediente las 
comunicaciones realizadas a la entidad más no un documento que precise la ausencia de 
los parámetros y/o especificaciones establecidas en la NSR en dicha construcción, además, 
las meras afirmaciones en modo alguno constituyen pruebas que tengan la virtualidad de 
que por si solas se deban acoger las solicitudes de la acción.  
 
Con fundamento en los argumentos facticos y jurídicos esbozados anteriormente, podemos 
concluir que, para el caso que nos ocupa, el demandante no cumplió con el requisito de 
procedibilidad indispensable para promover esta acción popular, siendo la solicitud enviada 
a la entidad donde inste a la protección de los derechos colectivos, según él, vulnerados o 
amenazados y de la misma manera no probó la amenaza a estos derechos. Así mismo, no 
tuvo en cuenta la titularidad del predio, estando este en cabeza del Municipio de La Victoria, 
siendo este último el llamado a responder y no la Gobernación del Valle del Cauca. 
 
 

V.   EXCEPCIONES 

 
Me permito proponer las siguientes excepciones: 
 
 

FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA 
 
Hago valer esta excepción con base en que mi representado, el Departamento del Valle del 
Cauca, no está llamado a responder por el cumplimiento de los parámetros y/o 



especificaciones establecidas en la NSR, sino el titular del predio, siendo el Municipio de La 
Victoria.  

 
IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN 

 
La hago consistir en el hecho de que según lo establecido en las normas que regulan la 
materia, no es procedente instaurar la acción popular sin antes solicitar a la entidad pública 
la protección de los derechos vulnerados o amenazados como requisito de procedibilidad y 
la consecuente omisión de la entidad. 
 

INNOMINADA 
 

Esta excepción consiste en todo hecho o acto que resulte probado dentro del proceso, en 
virtud del cual se establezca que el Departamento del Valle del Cauca no tiene la obligación 
legal de proteger los derechos colectivos invocados en la demanda. 
 
 

VI. SOLICITUD ESPECIAL 
 
Su señoría, como quiera que la acción instaurada va encaminada al cumplimiento de los 
parámetros y/o especificaciones establecidas en la NSR del predio donde funciona la 
Institución Educativa y la titularidad de este se encuentra bajo el Municipio de La Victoria 
Valle, se hace necesario vincularlo con el fin de que sea el ente municipal el que resista las 
pretensiones de la acción.  
 
 

VII. ANEXOS 
 

1. Poder de sustitución de la directora del Departamento Administrativo Jurídico del Valle 
del Cauca, Doctora Lía Patricia Pérez Carmona a mi favor, y de acuerdo con el poder 
otorgado por la Señora Gobernadora del Departamento del Valle, con sus 
correspondientes anexos. Contentivo de ( 2) folios. 
 

2. Documento con el cual se da Contestación a la demanda. Contentivo de (8) ocho folios. 
 

3. Oficio SADE 599291 enviado por la Secretaría de Educación Departamental. 
Contentivo de (10) diez folios. 
 

4. Alcance oficio SADE 599291 enviado por la Secretaría de Educación Departamental. 
Contentivo de (2) dos folios. 

 
 

VIII. NOTIFICACIONES 
 

1. El demandante y su apoderado judicial en las direcciones que relaciona en el libelo 
de la demanda. 
 

1. La parte demanda, Señora Gobernadora del Departamento del Valle del Cauca, las 
recibirá la Directora del Departamento Administrativo Jurídico Doctora Lía Patricia 
Pérez Carmona en su Despacho ubicado en el Edificio de la Gobernación del 
Departamento del Valle del Cauca, Palacio de San Francisco, Carrera 6ª Calle 9 y 10, 
Departamento Administrativo Jurídico, 2° piso, Santiago de Cali. 
 

2. Las mías las recibiré en la Secretaría de su Honorable Despacho o en la Oficina del 
Edificio de la Gobernación del Departamento del Valle del Cauca, Secretaría Jurídica, 
2° piso, Palacio de San Francisco, Calle 10 con carrera 6, Santiago de Cali. Correo 
electrónico: njudiciales@valledelcauca.gov.co 
 

3. De conformidad con los artículos 203 Y 205 del C.P.A.C.A, solicito se me sea 
notificado a mi Correo Electrónico: angellovasquez02@hotmail.com  

 
 
 
 

mailto:njudiciales@valledelcauca.gov.co
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Del Señor Juez Administrativo, con todo respeto.  
  

 
 

ANGELLO FERNANDO VASQUEZ MUÑOZ 

C. C.  No. 16.926.026 expedida en Cali-Valle del Cauca. 
T. P.   No. 247.568 del Consejo Superior de la Judicatura.  
 
Folios (22) 

 
 
 
 
 






























